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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 2 de julio 
de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
 
Sr. Caballero García, secretario en 
funciones 
 
 

 
DICTAMEN 230/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 29 de mayo de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos por la denegación de una 
ayuda social debido al mal funcionamiento de la Administración municipal en 
relación con la gestión del padrón municipal.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 4 de junio de 2026, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 230/2026, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. Ramos Antón. 
 

Primero.- El 15 de diciembre de 2025 D. yyyy, presenta una 
reclamación de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx, 
debido a los daños y perjuicios sufridos por el mal funcionamiento de los 
servicios municipales en la gestión del padrón y que han motivado la 
denegación de la ayuda correspondiente al ingreso mínimo vital (IMV). La 
denegación se produce según indica, por el hecho de que en la vivienda 
arrendada en la que reside el solicitante de la ayuda figura otra persona 
empadronada desde el año 2022. 
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Señala que el 16 de septiembre de 2024 se empadronó en la citada 
vivienda. Añade que tras serle denegado el IMV por aparecer empadronado 
desde 2022 en este domicilio otra persona, el 25 de abril de 2025 presenta 
una solicitud en el Ayuntamiento para que de oficio se proceda a dar de baja 
a esta persona que aparece empadronada y que el 12 de noviembre del mismo 
año, solicita certificación de silencio negativo relativa a ese mismo 
procedimiento. El 4 de diciembre presenta una reclamación solicitando la baja 
de oficio. 

 
Manifiesta que como consecuencia de la situación se le han generado 

daños que identifica como falta de poder adquisitivo, situación de vulnerabilidad 
extrema y estados de ansiedad y estrés, por lo que solicita una indemnización 
por importe de 15.000 euros. 

 
Acompaña a su reclamación los justificantes de registro de entrada de 

las solicitudes presentadas ante ese Ayuntamiento, certificado de 
empadronamiento histórico colectivo en la vivienda, resoluciones del INSS de 
denegación del IMV de fechas 17 de marzo de 2025 y 24 de abril de 2025 y 
justificante de solicitud de ayuda al alquiler de 2 de diciembre de 2025. 

 
Segundo.- El 19 de diciembre de 2025 se admite a trámite la 

reclamación y se nombra instructor del procedimiento, lo que se notifica a los 
interesados. 

 
Tercero.- El 3 de marzo de 2026 el técnico de administración general 

informa que: “(…) desde el 16 de septiembre de 2024, D. yyyy consta 
empadronado (solo) en la C/ cccc, al número 3 - Planta 1° A, tal como se 
acredita en certificado histórico colectivo de altas y bajas en este Ayuntamiento 
que se adjunta a continuación, todo ello sin perjuicio de los datos que pudieren 
obrar en otras Administraciones y que por ésta se desconocen”. Se incorpora 
certificado de empadronamiento histórico colectivo de 2 de marzo de 2026, 
que acredita lo anterior. 

 
Cuarto.- Otorgado trámite de audiencia, el 14 de mayo de 2026, el 

reclamante presenta alegaciones en las que se ratifica en su petición inicial. 
 
Quinto.- El 28 de mayo de 2026 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación. 
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En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 de 
marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición 
y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC). 

 
3ª.- Concurren en el reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la LPAC.  
 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al alcalde, sin 

perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a los 
artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92 de la LPAC. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, a la que se remite, de 
forma genérica, el artículo 54 de la LBRL.  

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo y a la doctrina del 

Consejo de Estado y de este Consejo Consultivo, la responsabilidad patrimonial 
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de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes requisitos: 
a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en relación con 
una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en el sentido de 
que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de 
acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, 
es decir, la integración del agente en el marco de la organización 
administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la 
actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de causalidad entre 
la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público; e) 
ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación se presente 
antes de que transcurra un año desde el momento en que se produjo el hecho 
causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial por daños y perjuicios ocasionados como 
consecuencia de la denegación de una ayuda pública que el reclamante vincula 
con el mal funcionamiento de la Administración municipal en la gestión del 
padrón municipal. 

 
En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 

 
La eventual responsabilidad del Ayuntamiento encuentra además su 

base en el artículo 17 de la LBRL que establece que: “1. La formación, 
mantenimiento, revisión y custodia del Padrón municipal corresponde al 
Ayuntamiento, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado. 

 
»Con este fin, los distintos organismos de la Administración 

General del Estado, competentes por razón de la materia, remitirán 
periódicamente a cada Ayuntamiento información sobre las variaciones de los 
datos de sus vecinos que con carácter obligatorio deben figurar en el Padrón 
municipal, en la forma que se establezca reglamentariamente. 
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»La gestión del Padrón municipal se llevará por los Ayuntamientos 
con medios informáticos. Las Diputaciones Provinciales o entidades 
equivalentes, Cabildos y Consejos insulares asumirán la gestión informatizada 
de los Padrones de los municipios que, por su insuficiente capacidad económica 
y de gestión, no puedan mantener los datos de forma automatizada. 

 
»2. Los Ayuntamientos realizarán las actuaciones y operaciones 

necesarias para mantener actualizados sus Padrones de modo que los datos 
contenidos en éstos concuerden con la realidad. 

 
»Si un ayuntamiento no llevara a cabo dichas actuaciones, el 

Instituto Nacional de Estadística, previo informe del Consejo de 
Empadronamiento, podrá requerirle previamente concretando la inactividad, y 
si fuere rechazado, sin perjuicio de los recursos jurisdiccionales que procedan, 
podrá acudir a la ejecución sustitutoria prevista en el artículo 60 de la presente 
ley. 

 
»3. Los Ayuntamientos remitirán al Instituto Nacional de 

Estadística los datos de sus respectivos Padrones, en la forma que 
reglamentariamente se determine por la Administración General del Estado, a 
fin de que pueda llevarse a cabo la coordinación entre los Padrones de todos 
los municipios. (…)”. 

 
En el supuesto planteado, comprobadas la realidad y certeza del daño 

patrimonial sufrido por el reclamante y la regularidad formal de la petición, 
para llegar a declarar la responsabilidad patrimonial de la Administración hay 
que analizar si se dan los requisitos necesarios para su nacimiento, esto es la 
efectiva producción de un daño antijurídico, que el interesado no tiene el deber 
jurídico de soportar, derivado de una relación de causalidad con el 
funcionamiento de los servicios públicos.  

 
Es doctrina reiterada que corresponde a la parte interesada acreditar 

que los daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o 
anormal del servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas 
probandi incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio 
general sobre la carga de la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y lo que, más específicamente 
para el régimen de la responsabilidad objetiva de la Administración, dispone 
el artículo 67.2 de la LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los 
hechos que, en su caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria. 
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Tal y como sostiene la propuesta, a la luz de la reclamación presentada, 
resulta difícil identificar la concreta actividad que generó los daños alegados, 
pues y como resulta del informe del técnico de administración general que obra 
en el expediente, tras solicitar el reclamante su empadronamiento en la 
vivienda y, efectuados los trámites oportunos quedó empadronado en ella con 
fecha 16 de septiembre de 2024, tal y como lo acredita el certificado de 
empadronamiento colectivo que adjunta al expediente. De igual forma, de este 
certificado no puede colegirse que en la vivienda figuraran empadronadas 
otras personas tal y como sostiene el reclamante.  

 
Si el reclamante entiende que la actuación generadora de los daños 

invocados deriva de la actuación de la Administración municipal en orden a la 
tramitación de la solicitud de baja de oficio de esta persona, ha de indicarse 
que la solicitud formulada al efecto es de 25 de abril de 2025 y, por tanto, 
posterior a la denegación de la ayuda correspondiente al IMV, que se produce 
el 17 de marzo  de 2025 y se confirma el 24 de abril siguiente, de forma que 
la causa de esta denegación no puede situarse en un procedimiento iniciado 
con posterioridad. 

 
Además, como se ha indicado, en el certificado de empadronamiento 

histórico colectivo de la vivienda arrendada no aparece otra persona a la que 
hubiera que dar de baja. 

 
Por otro lado, si bien es cierto que la denegación de la ayuda ha 

quedado acreditada mediante la aportación de las resoluciones del INSS, la 
eventual pérdida de poder adquisitivo derivada de la denegación de la ayuda 
no puede ser considerada como tal daño efectivo, sino que podría calificarse 
como una mera expectativa. Tampoco se ha acreditado la situación de 
vulnerabilidad extrema, ni los daños derivados del estado de ansiedad alegado 
cuentan con un informe pericial que los respalde. 

 
En cualquier caso, tampoco se ha acreditado un funcionamiento anormal 

del Ayuntamiento de xxxx en lo que a la gestión del padrón se refiere, pues 
este realizó los trámites oportunos en relación con la solicitud del ahora 
reclamante, procediendo a empadronarlo en la vivienda indicada y emitiendo 
los certificados oportunos al respecto, sin que de los datos que obran en ese 
Ayuntamiento resulte el empadronamiento de una segunda persona. 
 

En virtud de lo expuesto, no es posible apreciar nexo causal entre la 
denegación de la solicitud y el funcionamiento del servicio público, razón por 
la que la reclamación debe desestimarse. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos por la 
denegación de una ayuda social debido al mal funcionamiento de la 
Administración municipal en relación con la gestión del padrón municipal. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  
 


